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Referida la autorización judicial a una entrada en local
cuya protección constitucional es necesariamente menor
a la del domicilio de las personas físicas, y expresando
la causa y objeto de la misma, a lo que la resolución
de la Audiencia añade la exigencia que se afecte la invio-
labilidad domiciliar del modo menos gravoso posible
—aunque no se llevara este extremo al fallo del recurso
de queja, es claro que la condición fue expresada como
tal en la resolución que dio lugar a la entrada y que
la autorización judicial y el propio enjuiciamiento por
los primeros garantes constitucionales del derecho invo-
cado fue adoptada con esta condición añadida; también
lo es que la entrada se llevó a cabo sin ulterior queja
de ningún género—, no cabe concluir otra cosa que la
plena constitucionalidad de la misma. La mera traspo-
sición mecánica de condiciones de detalle pensadas y
formuladas para supuestos del todo distintos al aquí exa-
minado, único fundamento de la queja que examinamos,
no puede arrojar otra consecuencia que su rechazo en
esta sede.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN

DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por «Ingeniería Elec-
trónica de Consumo, S.A.».

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintiséis de abril de mil nove-
cientos noventa y nueve.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael
de Mendizábal Allende.—Julio Diego González Cam-
pos.—Tomás S. Vives Antón.—Vicente Conde Martín de
Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Firmados y rubri-
cados.

12206 Sala Primera. Sentencia 70/1999, de 26 de
abr i l de 1999. Recurso de amparo
2.827/1995. Contra Sentencia de la Audien-
cia Provincial de Granada, que desestimó
recurso de apelación contra la dictada por el
Juzgado de lo Penal núm. 2 de Granada, en
causa seguida por delito de desobediencia a
la autoridad y declaró la nulidad de actua-
ciones. Vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva y a un proceso con todas las
garantías: anulación de actuaciones lesiva del
derecho y del principio acusatorio.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente; don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.827/95, promovido
por don Antonio Durán Úbeda, don José Jiménez More-
no y don Miguel Ángel Moreno García, representados

por la Procuradora de los Tribunales, doña María Dolores
Girón Arjonilla, y defendidos por el Abogado don Antonio
Córdoba Fernández, contra la Sentencia emitida por la
Audiencia Provincial de Granada el 1 de julio de 1995
(rollo de apelación 52/1994), en causa seguida por deli-
to de desobediencia a la autoridad, que desestimó el
recurso interpuesto por los actores y declaró la nulidad
de las actuaciones para que se repitiera el juicio oral.
Ha comparecido doña Fuensanta Jiménez Loringuilla,
representada por el Procurador don José Castillo Ruiz
y asistida por el Abogado don José Navarro Márquez.
Ha intervenido el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente
el Magistrado don Fernando Garrido Falla, quien expresa
el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Registro de este Tri-
bunal el 26 de julio de 1995, don Antonio Durán Úbeda
y otros, representados por la Procuradora de los Tribu-
nales, doña María Dolores Girón Arjonilla, y defendidos
por el Abogado, don Antonio Córdoba Fernández, inter-
pusieron recurso de amparo contra la Sentencia emitida
por la Audiencia Provincial de Granada (Sección Segun-
da) el 1 de julio de 1995 (rollo de apelación 52/1994),
en causa seguida por delito de desobediencia a la auto-
ridad, que desestimó el recurso que habían interpuesto
los actores y otras personas contra la Sentencia dictada
por el Juzgado de lo Penal núm. 2 de Granada el 20
de septiembre de 1994 (autos 52/1994), y que declaró
la nulidad de las actuaciones desde el Auto de 8 de
noviembre de 1990, en concreto los escritos de acu-
saciones y defensas, si bien conservando la validez de
las diligencias de investigación practicadas después de
dicho Auto y previas al juicio oral.

La demanda pide que se declare la vulneración de
varios derechos fundamentales, y la nulidad de la Sen-
tencia de la Audiencia Provincial, declarando firme la
Sentencia del Juzgado. Mediante otrosí solicita la sus-
pensión cautelar del fallo, por ser previsible que se dicte
una nueva Sentencia condenando a los actores.

2. Los hechos de los que nace la pretensión de
amparo son los siguientes:

a) El 12 de enero de 1987, la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo de la extinta Audiencia Territorial
de Granada estimó el recurso promovido por don José
Martín Romera contra el Ayuntamiento de Albuñuelas
(autos 1.029/1984). Su fallo declaró nulo el Acuerdo
plenario de 8 de agosto de 1984, que había resuelto
el contrato de caza menor que ligaba a las partes sobre
el coto 10.001, del Puerto de la Toba, y condenó al
Ayuntamiento a que pagase al recurrente la cantidad
de 463.545 pesetas, más la suma del importe del ren-
dimiento neto que hubiera podido obtener del aprove-
chamiento cinegético durante el año 1984-1985, a
determinar en ejecución de Sentencia.

b) El fallo fue confirmado por el Tribunal Supremo
(Sala Cuarta), mediante Sentencia de apelación de 15
de noviembre de 1988, notificada al Ayuntamiento
el 2 de febrero de 1989. Al no ser cumplido, la Sala
de Granada acordó su ejecución a instancia del inte-
resado. El 8 de marzo de 1990 se practicó requerimiento
de pago en la persona del Alcalde de Albuñuelas, don
Antonio Durán Úbeda; requerimiento que fue reiterado
el siguiente 13 de junio, para que en el plazo de diez
días se concretasen las causas que habían impedido
hacer el pago, y que se volvió a reiterar el 21 de junio
y el 2 de agosto, bajo apercibimiento de incurrir en res-
ponsabilidad criminal.

El 20 de agosto de 1990 el Secretario-Interventor
informó a la Alcaldía que la providencia de la Sala de
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lo Contencioso era de obligado e inexcusable cumpli-
miento; que existía consignación presupuestaria suficien-
te en la partida 259 para hacer frente al pago, y que
el incumplimiento daría lugar a responsabilidad civil y
criminal.

c) El 21 de agosto de 1990 se celebró sesión
extraordinaria del Pleno del Ayuntamiento, cuyo único
punto del orden del día era la ejecución de la Sentencia.
Tras un extenso debate, sólo un Concejal votó a favor
de efectuar el pago requerido, mientras que votaron en
contra cuatro Concejales y el Alcalde. Este último hizo
constar en acta que su voto estaba «inspirado en cir-
cunstancias de interés público del municipio y en con-
vicciones de carácter moral, que le hacen dudar de la
moralidad que supondría desembolsar, con cargo a los
fondos municipales, cualquier cantidad líquida dirigida
a engrosar el patrimonio privado de un particular en
detrimento de numerosos servicios públicos que este
Ayuntamiento tiene obligación de prestar de forma dig-
na». En el acta se hacen constar datos económicos sobre
las deudas contraídas por el Ayuntamiento, así como
que un concejal había anunciado su intención de dimitir
si se acordaba el pago de la cantidad objeto de la con-
dena judicial.

Finalmente, tras diversos avatares, el 5 de febrero
de 1991 se libró mandamiento de pago en favor del
Sr. Martín Romera, por importe de 1.963.545 pesetas.

d) Entretanto, la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo de Granada había deducido testimonio de par-
ticulares por delito de desobediencia el 1 de octubre
de 1990, que dio lugar a la incoación de diligencias
previas por parte del Juzgado de Instrucción núm. 2
de Granada (registro núm. 3.641/1990). Tras practicar
diversas diligencias, el Juzgado acordó, por Auto de 4
de septiembre de 1991, el sobreseimiento libre de las
actuaciones por resultar los hechos constitutivos de falta.
Resolución que fue revocada en apelación por la Audien-
cia Provincial de Granada (Sección Segunda), mediante
Auto de 27 de noviembre de 1991 (rollo 234/1991),
que ordenó la apertura de juicio oral a instancia de la
acusación particular, la viuda del Sr. Martín, doña Fuen-
santa Jiménez Loringuilla, que calificaba los hechos
como delito.

El Fiscal calificó provisionalmente los hechos como
falta de desobediencia (art. 570.1 C.P.), como había
hecho con anterioridad. Pero al final del juicio los calificó
definitivamente como delito (art. 237), pidiendo dos
meses de arresto y multa. La acusación particular calificó
los hechos como delito de desobediencia (art. 237),
pidiendo seis meses de arresto y multa.

El juicio oral fue celebrado ante el Juzgado de lo
Penal núm. 2 de Granada (procedimiento abreviado
núm. 52/1994), que terminó dictando Sentencia de 4
de abril de 1995 que condenó a los acusados como
autores de un delito de desobediencia (art. 237 C.P.),
a las penas de un mes y un día de arresto y multa
de 100.000 pesetas, con accesorias y costas.

e) Los condenados recurrieron en apelación, alegan-
do error en la apreciación de la prueba e infracción de
Ley. Tanto el Fiscal como la acusación particular pidieron
la confirmación de la Sentencia del Juzgado.

Por providencia de 9 de junio de 1995, la Sección
Segunda de la Audiencia Provincial de Granada (rollo
de apelación núm. 80/1995) dejó sin efecto la votación
y fallo del recurso, que estaban previstos para ese mismo
día y, «vista la tipificación efectuada por la acusación,
aceptada en la sentencia, como incursa en el art. 237
del Código Penal y la condición subjetiva de los acusados
por la función y actuación, y visto el contenido del
art. 369 del C.P. y el art. 779 de la L.E. Criminal, así
como el 238.1 de la L.O.P.J. dése traslado a las partes
para que en el plazo improrrogable de cinco días aleguen

lo que a su derecho convenga en orden a nulidad de
la Sentencia apelada y el juicio anteriormente cele-
brado».

f) El Fiscal informó, el 26 de junio de 1995, que
había lugar a declarar la nulidad de actuaciones, por
cuanto era aplicable el art. 369 del Código Penal, en
vez de su art. 237 (Sentencia del T.S. 14 de octubre
de 1992). Entendía que se daba el requisito de «pres-
cindir total y absolutamente de las normas esenciales
de procedimiento», ya que se había acusado y se había
condenado por un tipo legal que era improcedente; ade-
más, la pena impuesta en el art. 237 (arresto mayor
y multa) es más grave que la impuesta en el art. 369
(inhabilitación especial y multa), por lo que se había pro-
ducido el elemento de indefensión que acarrea nulidad
de actuaciones y además se había vulnerado el derecho
fundamental a la tutela judicial efectiva.

La acusación particular alegó, el 19 de junio de 1995,
que la jurisprudencia del Tribunal Supremo incardinaba
conductas similares a las enjuiciadas dentro del art. 369
C.P. (Sentencias del T.S. de 16 marzo y de 9 de diciembre
de 1993); sin embargo, puesto que los hechos enjui-
ciados son los mismos, por economía procesal debía
mantenerse bien la vigencia de todo el proceso sin nece-
sidad de declarar la nulidad de lo actuado, o en otro
caso dictar Sentencia de acuerdo con la calificación que
la Sala estimara pertinente, en virtud del principio da
mihi factum, ego dabo tibi ius.

Mediante escritos registrados en la oficina de registro
y reparto de la Audiencia el 23 de junio de 1995, los
Procuradores de los recurrentes en apelación, siguiendo
expresas instrucciones de sus mandantes, desistieron
del recurso de acuerdo con el art. 861.bis.c) L.E. Crim.

g) Por providencia de 27 de junio de 1995, se unie-
ron a las actuaciones los escritos presentados por las
partes, y se pasaron las actuaciones al Ponente para
dictar la resolución que correspondiera. El 28 siguiente
se señaló la deliberación, votación y fallo para el siguiente
día 29.

La Audiencia Provincial de Granada dictó Sentencia
fechada el 13 de junio de 1995; fecha que fue rectificada
posteriormente, mediante Auto de aclaración de 11 de
julio, que rectificó la Sentencia indicando que en ella
debía figurar la fecha de 1 de julio de 1995.

El fallo de la Sentencia dice: «Decidiendo sobre el
recurso de apelación interpuesto por la representación
de los acusados, contra la sentencia dictada el día 4
de abril de 1995 por el Juzgado de lo Penal núm. 2
de Granada, desestimando el recurso, debemos declarar
la nulidad de las actuaciones a partir del auto de 8 de
noviembre de 1990...». Asimismo, la Sentencia acordó
que se devolvieran los autos originales al Juzgado de
lo Penal para que, a su vez, previas las anotaciones opor-
tunas, diera traslado en su parte correspondiente al Juz-
gado de Instrucción «para que abra el paso del párra-
fo 1.odel artículo 790 de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal para las acusaciones y posterior seguimiento
conforme a Derecho».

h) La Sentencia de la Audiencia se funda en que
los hechos probados que declara la Sentencia del Juz-
gado constituyen una desobediencia a la autoridad; pero
que al haber sido realizados por funcionarios públicos
en el ejercicio de sus cargos, han de ser tipificados como
un delito del art. 369 C.P., y no del art. 237, en que
el sujeto activo es un particular. Sigue razonando que
se dan todos los elementos del tipo penal. Y dado que
el art. 369 establece la pena de inhabilitación especial
(cuya duración es de seis años y un día a doce años)
y multa, su conocimiento corresponde a la Audiencia
Provincial (art. 14.3 y 14.4 L.E. Crim.), por lo que al
haber sido enjuiciados por un Juzgado de lo Penal la
Sentencia ha sido dictada por un órgano incompetente
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y, consiguientemente, está viciada de nulidad, así como
las actuaciones a partir del Auto de 8 de noviembre
de 1990, en concreto, los escritos de acusaciones y
defensas formulados.

3. La demanda de amparo alega que la Sentencia
de la Audiencia Provincial ha vulnerado el art. 24 de
la Constitución, y, en especial, el derecho a la tutela
judicial efectiva y sin indefensión y el derecho a un pro-
ceso con todas las garantías. Ofrece las siguientes
razones:

a) Toda persona declarada culpable de un delito tie-
ne derecho a un recurso ante un Tribunal superior, a
tenor del art. 24.1 C.E. y el art. 14.5 del Pacto Inter-
nacional de 1966 (SSTC 17/1985 y 60/1985). Este
derecho debe englobar también, en sentido negativo,
el derecho a no presentar recursos o a desistir de los
interpuestos. Derecho que podía ejercerse en cualquier
momento anterior a que se pronunciase Sentencia, por
lo que al hacerlo así el fallo del Juzgado inevitablemente
quedó firme, sin que la Audiencia pudiera revisarlo de
oficio. No se puede imponer la obligación de recurrir
ni de mantener los recursos; son los titulares del derecho
fundamental quienes deben decidir si mantienen o no
el recurso de apelación, por lo que la Audiencia infringió
el art. 24 C.E. al decidir sobre el recurso de apelación
después de que los acusados habían manifestado su
voluntad de desistir.

b) Los Tribunales deben motivar sus Sentencias, y
resolver siempre sobre las pretensiones presentadas
(art. 11.3 L.O.P.J. STC 14/1990). Sin embargo, la Sen-
tencia de la Sección Segunda no se pronunció sobre
la solicitud de desistir del recurso, ni directamente ni
implícitamente. Se desconocen las causas de esta omi-
sión, y si tiene alguna relación con la fecha inicial fijada
en la Sentencia, pero lo cierto es que los recurrentes
desistieron el día 23, antes del informe del Fiscal y antes
del señalamiento para deliberación, votación y fallo.

Por otro lado, al considerar que los hechos han de
ser tipificados como un delito del art. 369, la Sentencia
viene a introducir un factor acusatorio no planteado por
las partes, vulnerando el principio acusatorio que forma
parte de las garantías sustanciales del proceso penal
incluidas en el art. 24 C.E. (SSTC 53/1987 y 54/1985).
Si la acusación particular y el Fiscal calificaron los hechos
como encuadrables en el art. 237 del Código Penal, no
puede la Audiencia Provincial aplicar el art. 369, ni aun
en el caso de que fuese más favorable a los acusados.
El debate estaba entre la condena pronunciada, con apo-
yo en el art. 237 que habían solicitado los acusadores,
y la calificación como falta o la absolución planteada
por la defensa. La nueva calificación de los hechos plan-
teada por la Audiencia incurre en una reforma peyorativa,
lo que llevó a los recurrentes a desistir del recurso, lo
que debe conducir a tenerlos por desistidos, adquiriendo,
en consecuencia, firmeza la Sentencia del Juzgado.

4. La Sección Primera admitió a trámite el recurso,
por providencia de 27 de mayo de 1996. Requirió aten-
tamente al Juzgado de lo Penal núm. 2 de Granada y
a la Audiencia Provincial para que remitieran testimonio
de los autos del juicio oral y el rollo de apelación. Asi-
mismo, formó pieza separada de suspensión.

Tras oír a las partes, la Sala denegó la suspensión
cautelar de la ejecución de la resolución recurrida,
mediante ATC 186/1996.

El 1 de julio de 1996, se reiteró telegráficamente
la remisión de las actuaciones judiciales. El Juzgado de
lo Penal, por oficio enviado por fax el 4 de julio de 1996,
contestó que el 18 de junio anterior había remitido la
orden al Juzgado de Instrucción núm. 2, al estar el pro-
cedimiento en él. El Juzgado de Instrucción, mediante

oficio de 26 de junio de 1996, registrado el 9 de julio,
comunicó que las actuaciones habían sido remitidas a
la Audiencia Provincial el 21 de marzo anterior, por lo
que remitía la solicitud de su testimonio a dicha Audien-
cia. Mediante diligencia de 29 de junio de 1996, la Sec-
ción Segunda de la Audiencia remitió testimonio de la
Sentencia de 13 de junio/1 de julio 1995 dictada en
apelación.

Los días 22 y 27 de julio fueron practicados los empla-
zamientos a las personas condenadas que no habían
recurrido en amparo; y el 3 de septiembre a la acusación
particular.

Por providencia de 7 de octubre de 1996, se tuvieron
por recibidas las actuaciones remitidas por el Juzgado
de lo Penal núm. 2, y se tuvo por personado y parte
al Procurador don José Castillo Ruiz, en nombre de doña
Fuensanta Jiménez Loringuilla, abriéndose trámite de
alegaciones.

5. La representación procesal de la Sra. Jiménez
Loringuilla formuló alegaciones el 29 de octubre
de 1996, solicitando la inadmisión o la desestimación
del recurso de amparo, con expresa imposición de
costas.

Cuando se interpuso el recurso no se habían agotado
todos los utilizables dentro de la vía judicial, porque la
causa se encontraba pendiente de que por la Audiencia
Provincial se dictara Sentencia, que ya ha sido dictada
y que los recurrentes en amparo han anunciado que
la recurrirán en casación. Además, nadie les ha negado
ningún derecho, pues de lo que se trata es de que los
actores desistieron del recurso de apelación cuando la
Audiencia planteó una cuestión de orden público, lo que
no es serio.

En cuanto al fondo del recurso, los actores han come-
tido un delito de desobediencia grave, que incluso vul-
nera el art. 118 C.E. La situación es artificial, pues ha
sido provocada y mantenida por los propios recurrentes,
que han tratado, por todos los medios, de no cumplir
la Sentencia, con el apoyo financiero de la Diputación
de Granada, que es quien les defiende.

6. La representación de los recurrentes formularon
sus alegaciones el 31 de octubre, ratificando y ampliando
su demanda:

a) El derecho al recurso contra el fallo condenatorio
está íntimamente ligado a la garantía procesal derivada
de la inmutabilidad de una Sentencia penal no impug-
nada de contrario, por lo que el Tribunal de apelación,
al no haberse producido adhesión al recurso, tiene veda-
do cualquier pronunciamiento fuera de los términos de
éste. Al haberse expresado de forma inequívoca la volun-
tad de abandonar el recurso, debió tenerse por desistido.

b) Al no pronunciarse sobre el desistimiento, se pro-
dujo un desajuste entre el fallo judicial y los términos
en que las partes formularon sus pretensiones.

c) Las exigencias derivadas del principio acusatorio
deben mantenerse en cada una de las instancias del
proceso penal, y en concreto en el recurso de apelación
(STC 19 de junio de 1995). La afirmación de que los
hechos se encuadran en el art. 369 del C.P. se introduce
un factor acusatorio y se prejuzga el resultado del próxi-
mo juicio, como así ha sucedido en la Sentencia de 23
septiembre de 1996, que se adjunta.

d) Conforme al Código Penal de 1973, los actores
habían sido condenados por el Juzgado a una pena de
multa y a una de arresto, la cual no se cumpliría; la
posterior Sentencia de la Audiencia les ha condenado,
finalmente, a la misma pena de multa, y a una pena
de seis años y un día de inhabilitación especial para
cargos municipales, que va a ser cumplida íntegramente.
Al introducir el art. 369 C.P., el Tribunal de apelación
ha terminado produciendo una reformatio in peius en
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contra de la voluntad expresa de los recurrentes, que-
brando la seguridad jurídica del condenado sobre la
inmutabilidad de la Sentencia en su perjuicio si no media
recurso de la parte contraria (SSTC 40/1990
y 153/1990.

7. El Fiscal, por escrito presentado el 7 de noviem-
bre de 1996, solicitó que se recabaran las actuaciones
del juicio oral seguido ante el Juzgado de lo Penal núm. 2
de Granada (autos 52-94, dimanantes del procedimiento
abreviado núm. 434/1990).

Por providencia de 18 de noviembre de 1996, la Sec-
ción requirió atentamente al Juzgado para que remitiera
las actuaciones solicitadas.

El 16 de diciembre siguiente, la Sección tuvo por
recibido el testimonio de las actuaciones, y otorgó plazo
común a todas las partes para que formulasen ale-
gaciones.

8. La representación de la Sra. Jiménez Loringuilla
formuló alegaciones, el 30 de diciembre de 1996, idén-
ticas a las presentadas con anterioridad.

La representación de los recurrentes dieron por repro-
ducidas las alegaciones presentadas en octubre, median-
te escrito registrado el 15 de enero de 1997.

El Fiscal, el 29 de enero de 1997, manifestó que
en las actuaciones remitidas por el Juzgado de lo Penal
no constaba el escrito de desistimiento del recurso de
apelación presentado por los recurrentes en amparo;
escrito que, como alguna de las actuaciones acordadas
por la Audiencia Provincial en el trámite de la apelación,
tampoco constaban incorporadas al rollo remitido,
pudiendo, no obstante, tener notable importancia para
resolver el recurso. Por lo cual se interesaba que se requi-
riera nuevamente a la Audiencia de Granada para que
remitieran testimonio completo del rollo de apela-
ción núm. 80-95.

Por providencia de 3 de febrero de 1997, la Sección
requirió atentamente a la Audiencia Provincial en el sen-
tido interesado por el Fiscal. El 7 de abril de 1997, la
Sección tuvo por recibido el testimonio íntegro y otorgó
un nuevo plazo de veinte días para alegaciones.

9. La representación de la Sra. Jiménez formuló ale-
gaciones complementarias el 23 de abril de 1997. Tras
mantener íntegramente los argumentos esgrimidos con
anterioridad, y resumir los hechos, afirma que todo es
un montaje que carece de realidad. La Sentencia fue
dictada el 13 de junio de 1995, o sea, antes de que
se presentara el escrito de desistimiento, y antes de las
fechas que se dicen en el recurso. Así consta en la Sen-
tencia dictada por la Audiencia, tal y como fue notificada
a esa parte el 5 de julio. Por lo que en ella la Sala no
podía volver sobre sus propios pasos y resolver cues-
tiones de futuro, por lo que no ha conculcado ningún
derecho ni ninguna Ley. La Sala se ha limitado a salir
al paso en una cuestión de orden público, sin que la
parte recurrente niegue, en ningún momento, ser la auto-
ra de los hechos objetos de denuncia, siendo evidente
que lo habían cometido como funcionarios públicos, lo
que llevaba aparejada unas penas para las que era incom-
petente el Juzgado de lo Penal.

10. Los recurrentes formularon alegaciones el 29
de abril de 1997, ratificando las realizadas con ante-
rioridad, y reiterando que en los escritos de desistimiento
constan las actuaciones que fueron presentadas ante
la Audiencia Provincial antes de que se señalase fecha
para deliberación y fallo, fijado el 28 de junio de 1995
para que tuviese lugar el siguiente día 29. Incluso, la
Audiencia unió al rollo los escritos de desistimiento por
providencia de 27 de junio, por lo que es claro que
resultaba ineludible que se pronunciase sobre él.

11. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional emitió
su informe el 5 de mayo de 1997, pidiendo que se decla-
rase la nulidad de la Sentencia recurrida. Tras resumir
los hechos y los derechos invocados, afirma que los ava-
tares sufridos por el procedimiento penal han sido muy
diversos; pero sólo nos atañe lo sucedido ante la Sala
de la Audiencia Provincial, y más, en concreto, a partir
de la «peculiar» Resolución de 9 de junio de 1995 por
la que se dio traslado a las partes para que alegasen
sobre la posible nulidad de la Sentencia recurrida en
virtud del art. 238.1 L.O.P.J.

Es a partir de ese momento en el que, a juicio del
Fiscal, se produce la vulneración del derecho fundamen-
tal a un proceso con todas las garantías. La Sala acuerda
un trámite no previsto, por propia decisión, para que
a modo de una «irregular tesis» las partes se pronuncian
sobre un defecto en la calificación de los hechos; y tan
irregular actuación se produce aprovechando el recurso
de apelación interpuesto por los condenados y, todavía
más, si añadimos que estos desistieron del recurso antes
de procederse a la deliberación y fallo.

Es doctrina reiterada que el principio acusatorio forma
parte de las garantías sustanciales del proceso penal
incluidas en el art. 24.2 C.E., aunque no impone una
vinculación estricta al juzgador porque el objeto del pro-
ceso no es un crimen sino un factum. Pero en este
supuesto no se trata de dilucidar si la Sala se ha apartado
de la calificación jurídica del acusador, sino que ha plan-
teado un incidente sobre un delito distinto que, aunque
pudiera ser considerado homogéneo, implica unas
consecuencias punitivas distintas que desde luego no
fueron sometidas a contradicción, lo que vulnera el
art. 24.2 C.E.

En segundo lugar, es cierto que la Sentencia recurrida
no se pronunció sobre el escrito de desistimiento, lo
que sería suficiente para estimar incumplido el requisito
de motivación de las resoluciones judiciales. Si el recurso
cobra vida desde que la parte lo interpone en tiempo
y forma, se le debe conceder a ésta la oportunidad de
separarse de él antes de su resolución. Pero aun en
el caso de que la Sala entendiera que no podía desistir
debería haberse pronunciado sobre este extremo y no
guardar un absoluto silencio, lo que vulnera el derecho
a la tutela judicial efectiva del art. 24.1 C.E.

12. Por escrito presentado en el Registro el 15 de
diciembre de 1997, la parte recurrente manifestó que
la Audiencia Provincial de Granada había acordado,
mediante Auto de 2 de diciembre de 1997, la ejecución
de las penas de inhabilitación especial y multa impuestas
por su Sentencia de 23 de septiembre de 1996 (au-
tos 464/1990), dictada como consecuencia de la anu-
lación de actuaciones impugnada en el presente recurso
de amparo. Dicha Sentencia había sido recurrida en casa-
ción por los actores, siendo inadmitido su recurso por
Auto del Tribunal Supremo de 15 de octubre de 1997
(rollo 13/1997). El cumplimiento de la pena de inha-
bilitación para los cargos de Alcalde y Concejales pro-
duciría un perjuicio irreparable, y haría que la eventual
estimación de recurso de amparo tuviera como conse-
cuencia que la Sentencia del Juzgado de lo Penal
de 4 de abril de 1995, adquiriera firmeza, con lo que
por un mismo hecho tendríamos una Sentencia de la
Audiencia Provincial, de 23 septiembre 1996, ya eje-
cutada, y otra del Juzgado que habría que ejecutar. Por
lo que suplica que se tramite urgentemente el presente
recurso de amparo.

El 27 de noviembre de 1997, los recurrentes habían
interpuesto recurso de amparo contra el Auto emitido
por el Tribunal Supremo (Sala de lo Penal) de 15 de
octubre de 1997 (rollo 13/1997), que había inadmitido
el recurso de casación contra la condena por desobe-
diencia (art. 369 C.P.) pronunciada por la Audiencia Pro-
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vincial de Granada (Sección Segunda) en Sentencia
de 23 de septiembre de 1996 (autos 52/1996), pidiendo
su nul idad. El recurso fue registrado con el
núm. 4.947/97, y repartido por turno a la Sala Segunda,
Sección Cuarta. El 15 de diciembre de 1997, la Pro-
curadora Sra. Girón pidió que se tramitara urgentemente
la petición de suspensión cautelar que había formulado
mediante otrosí en la demanda de amparo. El 7 de sep-
tiembre de 1998, manifestó que siguiendo expresas ins-
trucciones de sus representados desistía del recurso de
amparo. Previo requerimiento de la Sección, por pro-
videncia de 17 de septiembre, la Procuradora presentó
poder especial para desistir el día 28 siguiente.

13. Por providencia de fecha 9 de abril de 1999,
se acordó señalar para la deliberación de la presente
Sentencia el día 12 siguiente, en el que se inició el trámite
que ha finalizado hoy.

II. Fundamentos jurídicos

1. A los efectos de un mejor recordatorio de la exten-
sa exposición de antecedentes que queda relatada, se
resumen seguidamente para que quede clara la preten-
sión de los demandantes de amparo.

Los demandantes, Alcalde y Concejales del Ayunta-
miento de Albuñuelas (Granada), fueron condenados por
Sentencia de un Juzgado de lo Penal como autores de
un delito de desobediencia (art. 237 del Código Penal
de 1973), por negarse a dar cumplimiento a un fallo
firme que había sido dictado por un Tribunal Contencioso
Administrativo, a penas de arresto y multa. Interpusieron
recurso de apelación ante la Audiencia Provincial, para
que declarase que su conducta no era constitutiva de
delito, sino de falta (art. 570). El Fiscal y la acusación
particular pidieron la confirmación de la condena. Final-
mente, la Audiencia de Granada desestimó su recurso
y además, de oficio, anuló el juicio y la Sentencia de
instancia, por considerar que el Juzgado de lo Penal
no era competente para enjuiciar los hechos, sino la
propia Audiencia Provincial (art. 238.1 L.O.P.J. y art. 14
L.E.Crim.). La razón era que la desobediencia no había
sido cometida por particulares (art. 237), sino por fun-
cionarios públicos (art. 369 C.P.), estando señalada pena
superior a seis años que, en aquel entonces, marcaba
el límite de competencia entre los Juzgados y las
Audiencias.

Es relevante anotar que la Audiencia sometió a las
partes la cuestión, para que alegasen lo que conviniera
a su derecho. El resultado de la Sentencia de la Audien-
cia, ahora impugnada en esta sede constitucional de
amparo, fue la retroacción de actuaciones para que el
Juzgado de Instrucción prosiguiera la tramitación con-
forme a Derecho.

Los demandantes piden amparo contra la decisión
de la Audiencia de Granada, por vulnerar varios derechos
fundamentales enunciados en el art. 24 C.E. Las razones
son, en esencia, dos: que ellos habían desistido de los
recursos de apelación tan pronto tuvieron noticia de la
cuestión procesal que la Audiencia Provincial había sus-
citado de oficio, por lo que el Tribunal carecía de com-
petencia para sentenciar y, en cualquier caso, hubiera
debido resolver expresamente sobre la retirada de sus
recursos; y, en segundo lugar, que han sufrido un empeo-
ramiento de su situación a causa exclusivamente de su
propio recurso.

2. Con carácter previo, es preciso observar que la
demanda de los actores cumple los requisitos de admi-
sión que impone el art. 50.1 LOTC, contra lo que afirma
la acusación en la causa penal, comparecida en este
proceso constitucional para oponerse al recurso de
amparo.

La Sentencia recurrida, sea o no respetuosa con los
derechos fundamentales invocados, que es la cuestión
de fondo de este pleito constitucional, ha surtido inne-
gables efectos en los derechos e intereses legítimos de
las personas acusadas y condenadas en la causa penal.
Es cierto que anuló la condena que les había impuesto
el Juzgado; pero no lo hizo para absolverles, finalizando
el proceso al que se veían sometidos, sino para pro-
longarlo, celebrando un nuevo juicio (esta vez ante la
propia Audiencia Provincial) en el que era posible impo-
ner una nueva condena, como así ha acontecido mien-
tras se tramitaba el presente recurso de amparo.

La continuación del proceso penal, después de pro-
nunciarse la Sentencia impugnada, no permite en modo
alguno sostener que en este caso se han dejado sin
agotar los recursos utilizables en la vía judicial [art. 44.1
a) LOTC] o, más en general, que las vulneraciones que
se alegan no se han consumado y, por ende, pueden
ser reparadas en el curso del proceso por los órganos
judiciales antes de acudir a esta sede constitucional de
amparo (art. 41.2 LOTC y STC de Pleno 147/1994, fun-
damento jurídico 4.o). El juicio oral ya se había celebrado
ante el Juzgado de lo Penal, y ya había sido dictada
Sentencia en la instancia, que los condenados prefieren
cumplir antes de verse sometidos a un nuevo juicio oral.
Lo que se pide de este Tribunal consiste, precisamente,
en que no prosiga el proceso penal abierto contra ellos
sin causa justificada, que es un interés legítimo que,
sin duda, se ve perjudicado por la penosidad y gastos
que conlleva afrontar un segundo juicio oral de contenido
penal, máxime si se comparece como acusado (STC
186/1990, fundamento jurídico 7.o, y ATC 319/1990.

Por las mismas razones, resultan irrelevantes los ava-
tares que hayan podido sucederse al proseguir la tra-
mitación de la causa penal, después de que no la sus-
pendiéramos cautelarmente (ATC 186/1996) y que
desembocaron en un ulterior recurso de amparo (regis-
trado con el núm 4.947/97). Que en el segundo juicio
oral, celebrado ante la propia Audiencia, los actores fue-
ran condenados como autores de un delito de deso-
bediencia cometido en su calidad de funcionarios (art.
369 C.P.), y por ende a penas de inhabilitación especial
para cargos municipales y multa, sólo acredita que los
temores que expresaron en su demanda de amparo
sobre una futura condena se encontraban fundados. Pero
el desarrollo, y aun la culminación, de la causa penal
en los términos acordados por la resolución impugnada
no han supuesto la satisfacción de la pretensión de ampa-
ro deducida por los demandantes, sino más bien lo con-
trario; y tampoco han privado a este recurso constitu-
cional de amparo de su objeto, consistente en dilucidar
si un Tribunal de apelación penal puede o no rechazar
un desistimiento y ordenar la repetición de un juicio por
defectos en la calificación de los hechos realizada por
la acusación, queja que por lo demás suscita una cues-
tión de relevancia constitucional que extravasa el ámbito
subjetivo del recurso, como indicamos en un asunto en
ciertos aspectos similar al actual en la STC 69/1997,
(fundamento jurídico 4.o).

3. Para juzgar correctamente el presente recurso
de amparo, es imprescindible subrayar desde el principio
que surge de un proceso penal, y que los demandantes
en esta sede constitucional son quienes comparecieron
en él como acusados.

Pues bien, el art. 24 C.E. establece un máximo de
garantías cuando se trata de procesos donde se resuelve
sobre penas o sanciones administrativas, e impone un
grado especial de protección constitucional cuando se
trata de la persona que comparece como acusada
(SSTC 205/1989, fundamento jurídico 2.o, y 277/1994,
fundamento jurídico 2.o). Sólo la persona acusada en
un proceso penal o sancionador disfruta de determina-
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dos derechos fundamentales, como el de ser presumida
inocente (SSTC 81/1988, fundamento jurídico 2.o,
42/1989, fundamento jurídico 4.o, y 72/1991, funda-
mento jurídico 6.o), el derecho a ser informada de la
acusación (STC 136/1992, fundamento jurídico 2.o), o
el derecho al recurso penal (SSTC 33/1989, fundamento
jurídico 4.o, y 112/1989, fundamento jurídico 2.o). Otros
derechos fundamentales tienen un efecto especialmente
intenso cuando quien los ejerce es el acusado, como
los derechos a la asistencia letrada (SSTC 37/1988, fun-
damento jurídico 6.o, 162/1993, fundamento jurídi-
co 4.o, y 217/1994, fundamento jurídico 2.o), a la defen-
sa (SSTC 30/1989, fundamento jurídico 3.o, y 19/1993,
fundamento jurídico 2.o) o a la prueba pertinente para
su defensa (STC 199/1996, fundamento jurídico 6.o).

En este caso es determinante el hecho de que los
afectados por la resolución de la Audiencia Provincial
eran las personas que habían sido acusadas y conde-
nadas en el proceso de instancia. La Sección de la
Audiencia Provincial de Granada conocía de la causa
penal debido a que los actores habían hecho uso de
su derecho constitucional a someter a un Tribunal supe-
rior la Sentencia impuesta por el Tribunal de instancia,
que viene garantizado por el art. 24 C.E. (en relación
con el art. 14.5 del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos) en favor del acusado, no de otras
partes del proceso penal (STC 33/1989, fundamento
jurídico 4.o).

Siendo esto así, hay que dar la razón a los deman-
dantes de amparo en las dos alegaciones que formulan,
tal y como informa el Fiscal. La anulación de actuaciones
decretada por la Audiencia vulneró su derecho a una
tutela judicial efectiva y sin indefensión, así como su
derecho a un proceso con todas las garantías (art. 24.1
y art. 24.2, inciso 7, C.E.).

4. En primer lugar, los testimonios judiciales reci-
bidos en virtud del art. 51.1 LOTC muestran que, tal
y como alega la demanda de amparo, todas las personas
que habían apelado la condena impuesta por el Juzgado
de Granada desistieron del recurso, tan pronto les fue
notificada la providencia de la Sala que sometió a su
consideración la posibilidad de anular actuaciones por
incompetencia del Juzgado sentenciador. Pese a lo cual,
la Audiencia resolvió el recurso y anuló actuaciones.

Es cierto que este dato, por sí solo, es insuficiente
para apreciar las vulneraciones constitucionales aduci-
das. Como declaramos en la STC 228/1991, fundamen-
to jurídico 2.o, que un Tribunal de Justicia no acepte
el desistimiento formulado por la parte que promueve
un juicio o un recurso no es, por sí mismo, lesivo del
derecho a la tutela judicial efectiva. El «desistimiento
no adquiere eficacia procesal en cuanto acto de la parte,
sino en cuanto acto judicial. El escrito de desistimiento
presentado por la parte no pone fin al proceso, habién-
dose de aguardar hasta la emisión de la correspondiente
resolución judicial que, aceptándolo, ponga fin a la tra-
mitación. Es más, el órgano judicial ni siquiera se encuen-
tra vinculado por la pretensión de desistimiento pudiendo
rechazarla y continuar el procedimiento». La conclusión,
alcanzada entonces en un proceso social, se impone
con más fuerza en un proceso penal.

Este planteamiento llevaría a examinar si se produjo
o no una desestimación tácita del desistimiento formu-
lado por los apelantes, tal y como admite nuestra juris-
prudencia (SSTC 91/1995, fundamento jurídico 4.o,
y 181/1998, fundamento jurídico 4.o). Sin embargo, la
cuestión pierde todo su sentido desde el momento en
que quienes desistieron del recurso eran las personas
que habían sido condenadas, y que por ende se encon-
traban ejerciendo su derecho a recurrir la condena
impuesta, derecho conferido directamente por el art. 24
C.E. Esta circunstancia obligaba a la Sala de apelación

a resolver expresamente sobre los desistimientos pre-
sentados; y a ofrecer muy sólidas razones que pudieran
justificar la continuación y resolución del recurso, a pesar
de que el titular del derecho fundamental a la revisión
de la condena había manifestado su voluntad de apar-
tarse del proceso (STC 21/1989, fundamento jurídi-
co 3.o).

Al no hacerlo así, el rechazo del desistimiento carece
de razón. Al tratarse del recurso interpuesto por los con-
denados en un proceso penal, no procede anular y retro-
traer para que el órgano judicial se pronuncie expresa
y motivadamente (como hicimos en la STC 228/1991,
que versaba sobre un proceso social), sino considerar
finalizado el recurso de apelación del que los actores
habían desistido.

5. No obstante, la anterior conclusión no resuelve
enteramente la cuestión planteada. La Audiencia Pro-
vincial decretó la nulidad de actuaciones con ocasión
de resolver el recurso de apelación promovido por los
condenados, pero no como consecuencia de dicha reso-
lución: lo muestra elocuentemente el dato de que la
Sentencia desestimó el recurso, lo que no le impidió,
además y seguidamente, anular el juicio y la Sentencia
de instancia. Desestimar el recurso de apelación, o tener
por desistidos de él a los recurrentes, por consiguiente,
no hubiera implicado necesariamente que la Sala dejara
de pronunciarse sobre la nulidad de actuaciones por razo-
nes de orden público procesal.

Que la Sala resolviera sobre la nulidad de actuaciones
con independencia de la suerte corrida por el recurso,
cuya interposición le había investido con competencia
sobre la causa penal, es coherente con la configuración
que la jurisprudencia viene dando a los vicios de orden
público procesal, que deben ser detectados y reparados
de oficio, incluso sin atenerse a las normas reguladoras
del proceso en que se corrigen.

Este Tribunal ha reconocido que la aplicación de nor-
mas de orden público procesal puede justificar el empeo-
ramiento de la situación del recurrente, que no se encon-
traría en tales casos protegido por la interdicción de
la reformatio in peius que integra el art. 24 C.E. en los
derechos a la tutela judicial, a no padecer indefensión
y a un proceso con todas las garantías. Y así lo hemos
declarado con carácter general en diversas Sentencias
(SSTC 153/1990, fundamentos jurídicos 3.o y 5.o,
y 279/1994, fundamento jurídico 2.o), y con carácter
de ratio decidendi en la STC 15/1987 (fundamentos
jurídicos 3.o y 4.o). Sin embargo, tal doctrina no puede
conducir a un vaciamiento de los derechos públicos fun-
damentales que pueda justificar que el Tribunal superior
que conoce de un recurso decrete la nulidad de actua-
ciones si aprecia una «falta manifiesta» de competencia
(art. 238.1 L.O.P.J.). Pues, es preciso no olvidar que «la
doctrina jurisprudencial sobre el carácter de orden públi-
co de todos los preceptos procesales y de la nulidad
de todos los actos procesales no acomodados a la Ley,
que nunca tuvo otro rango que el de una doctrina juris-
prudencial, no encuentra hoy acomodo —y está nece-
sitada de urgente revisión— a partir de la regla de la
vinculación de los órganos jurisdiccionales del Estado
a los derechos fundamentales de los ciudadanos y a
las libertades públicas y sobre todo ante la limitación
de las causas de nulidad de los actos judiciales», en
los términos fijados en el Derecho vigente por la Ley
Orgánica del Poder Judicial de 1985 (especialmente los
arts. 11 y 238 y 243), tal y como detallamos en la STC
39/1988 (fundamento jurídico 1.o). Una de las reglas
cardinales establecida por el nuevo marco legal, ajustado
al art. 24 C.E., es que solamente se puede decretar la
nulidad de pleno Derecho cuando la incompetencia del
órgano judicial es «manifiesta»; y sólo, tras ponderar si
la anulación respeta los derechos fundamentales de los
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justiciables, pues las nulidades procesales deben estar
al servicio de los derechos y garantías constitucionales
de los ciudadanos, nunca para quebrantarlos.

6. La incompetencia del Juzgado de lo Penal sólo
podía ser sostenida con apoyo en normas de Derecho
sustantivo, no procesal y además negando validez a los
escritos de acusación. El Ministerio Fiscal había calificado
provisionalmente los hechos como falta de desobedien-
cia (art. 570.1 C.P. 1973), y la acusación particular lo
había hecho como delito común de desobediencia
(art. 237 C.P.). A la luz de estas acusaciones, era expli-
cable la competencia del Juzgado de lo Penal para enjui-
ciar los hechos de la causa.

La Audiencia Provincial consideró que la negativa a
cumplir la Sentencia contencioso-administrativa estaba
mal calificada por las partes acusadoras, porque se tra-
taba de una desobediencia cometida por funcionarios
públicos (art. 369 C.P.). Pero esta es una apreciación
de Derecho material o sustantivo, aun cuando tuviera
luego una consecuencia procesal, al repercutir en la com-
petencia del Juzgado o de la Audiencia para conocer
y fallar la causa.

Además, la apreciación efectuada por la Sentencia
de apelación suponía corregir la calificación efectuada
por las partes acusadoras antes y durante el juicio oral.
Corrección que llevó al extremo de que la Sentencia
impugnada anulara expresamente los escritos de acu-
sación formulados por las partes, como parte integrante
de la nulidad de actuaciones declarada en su fallo, lo
que ni siquiera permite el art. 733 L.E.Crim.

7. Esta decisión de la Sala de apelación desborda
totalmente las facultades judiciales de velar por el orden
público procesal, y perjudica gravemente al acusado, pre-
cisamente con ocasión del recurso que la Constitución
exige que exista para revisar su condena. Nuestra juris-
prudencia sostiene que los Tribunales penales pueden
calificar los hechos que juzgan apartándose de los tér-
minos propuestos por la acusación, siempre que se den
diversos requisitos de identidad del hecho y de homo-
geneidad delictiva (expuestos con detalle en las SSTC
105/1983, fundamentos jurídicos 4.o y 5.o, 134/1986,
fundamento jurídico 2.4, y 225/1997, fundamentos jurí-
dicos 5.o y 6.o), o que formule la tesis que regula el
art. 733 L.E.Crim. y sea asumida por alguna de las partes
acusadoras (SSTC 12/1981, fundamento jurídico 4.o,
y 17/1988, fundamento jurídico 5.o).

Así que el Tribunal que conoce del recurso interpuesto
por la persona condenada en el juicio oral nunca puede
incrementar la pena impuesta por el Tribunal senten-
ciador; a lo sumo, puede confirmarla con fundamentos
jur íd icos d is t in tos que la hagan jus t i f i cada
(SSTC 12/1981, fundamento jurídico 4.o, y 43/1997,
fundamento jurídico 3.o).

No obsta a lo anterior, que el Tribunal de apelación
hubiera sometido a las partes la cuestión para oír sus
alegaciones. Dar audiencia a las partes fue correcto; y,
precisamente, permitió que los condenados en la ins-
tancia manifestaran que preferían desistir del recurso,
sin duda porque les resultaba más gravoso someterse
a un nuevo juicio. Una vez que quedó claro que la nulidad
de actuaciones empeoraba la situación de los recurren-
tes, la Audiencia no sólo quedó obligada a resolver expre-
samente sobre el desistimiento solicitado, sino también
quedó limitada a resolver sin decretar la nulidad de
actuaciones.

8. Es cierto que en la STC 15/1987, desestimamos
el amparo solicitado por un apelante que, lejos de con-
seguir un incremento de la indemnización que le había
reconocido la Sentencia de instancia, se había visto pri-
vado de ella porque el Tribunal de apelación apreció

de oficio un vicio de orden público: aceptarle como parte
civil en el juicio de faltas, a pesar de que había renunciado
a la acción civil. Allí razonamos que el Tribunal de ape-
lación se había limitado a velar por el cumplimiento de
reglas de orden público procesal, cuya observancia no
queda nunca sustraída al Juez de apelación por obra
del efecto devolutivo (fundamentos jurídicos 3.o y 4.o).
Sin embargo, en nuestra Sentencia subrayamos que no
se trataba de un apelante que hubiera sido condenado
en la instancia, y por ende que no ejercía su derecho
fundamental a la revisión de la declaración de culpa-
bilidad y la pena impuesta, sino, por el contrario, de
un perjudicado que había optado por pedir la reparación
de sus daños y perjuicios en la vía penal, en vez de
seguir una vía civil (STC 15/1987, fundamento jurídico
2.o). Aquí, por el contrario, se trata precisamente de un
caso en que los apelantes eran los acusados, que habían
sido declarados culpables por la Sentencia apelada, y
que pedían la revisión de su condena.

Por consiguiente, debemos alcanzar la misma con-
clusión que estableció la STC 153/1990, al estimar el
amparo solicitado por quien había visto agravada su con-
dena por el Tribunal ante el que había apelado, porque
éste desechó sus alegaciones, pero apreció de oficio
una agravante de reincidencia que había sido declarada
en los hechos probados de la Sentencia de instancia,
pero sin repercusión al graduar la pena. Allí sostuvimos
que las garantías que enuncia el art. 24 C.E. impiden
al Tribunal que conoce del recurso, si sólo fue apelante
el condenado y tanto la víctima del delito como el Fiscal
se aquietaron, que la situación de quien recurre se vea
empeorada. El condenado en juicio tiene derecho a la
seguridad jurídica sobre «la inmutabilidad de la Sentencia
en su perjuicio si no media recurso de la parte contraria»;
por lo que está vedada cualquier agravación del resultado
decidido en la instancia, «aunque fuere evidente su pro-
cedencia legal», pues las garantías constitucionales
deben prevalecer incluso sobre el principio de «estricta
sumisión del Juez a la Ley para corregir de oficio en
la alzada errores evidentes en la aplicación hecha de
la misma en la instancia» (STC 153/1990, fundamento
jurídico 5.o).

9. La estimación del amparo conduce a la anulación
pura y simple de la Sentencia impugnada, y de todos
sus efectos, sin que proceda retrotraer actuaciones, tal
y como hemos fallado en casos similares desde las SSTC
6/1987 y 186/1987, [art. 55.1 a) LOTC]. También pro-
cede reconocer los derechos invocados como fundamen-
to de la pretensión de amparo, de acuerdo con su con-
tenido constitucionalmente declarado [art. 55.1 b)
LOTC].

La firmeza de la Sentencia del Juzgado de Granada
sirve para restablecer la integridad de los derechos fun-
damentales de quienes han recurrido en amparo [art.
55.1 c) LOTC], pues la pena de arresto de un mes y
un día que había impuesto queda suspendida, y la repa-
ración de los perjuicios que hubiera irrogado el exceso
de la posterior condena, consecuencia de la nulidad de
actuaciones que ahora anulamos en esta Sentencia, debe
ser hecha valer por las vías procesales adecuadas
(SSTC 36/1984, fundamento jurídico 4.o, 128/1989,
fundamento jurídico 2.o, y 41/1996, fundamento jurí-
dico 9.o).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN

DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,
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Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y, en consecuencia:

1.o Reconocer el derecho de los recurrentes a recibir
la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E).

2.o Anular la Sentencia de la Audiencia Provincial
de Granada de 1 julio 1995 (rollo de apela-
ción 52/1994), en lo relativo a los tres recurrentes de
amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintiséis de abril de mil nove-
cientos noventa y nueve.—Pedro Cruz Villalón.—Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García Manza-
no.—Pablo Cachón Villar.—Fernando Garrido Falla.—María
Emilia Casas Baamonde.—Firmado y rubricado.

12207 Sala Primera. Sentencia 71/1999, de 26
de abril de 1999. Recurso de amparo
2.851/1995. Contra Auto de la Audiencia
Provincial de Valencia, que declaró mal admi-
tido recurso de apelación interpuesto contra
Sentencia del Juzgado de Primera Instancia
de Requena sobre accidente de tráfico. Vul-
neración del derecho a la tutela judicial efec-
tiva: derecho a la asistencia letrada.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente; don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.851/95, promovido
por don Jesús Buedo Valverde representado por la pro-
curadora doña María Luz Albácar Medina y asistida de
la Abogada doña Emiliana Fernández Olmeda, contra el
Auto de 30 de junio de 1995, de la Sección Séptima
de la Audiencia Provincial de Valencia, recaído en el rollo
de apelación núm. 518/94. Ha comparecido el Ministerio
Fiscal y ha sido Ponente el Magistrado don Fernando
Garrido Falla, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 27 de julio de 1995, la procuradora doña María
Luz Albácar Medina interpuso, en nombre de don Jesús
Buedo Valverde, recurso de amparo constitucional con-
tra el Auto de 30 de junio de 1995, de la Sección Sép-
tima de la Audiencia Provincial de Valencia (recurso
núm. 518/94) por presunta vulneración del art. 24.1 CE.

2. El recurso tiene su origen en los siguientes
hechos:

a) A raíz de un accidente de tráfico entre el camión,
conducido por el hoy demandante de amparo, y otro
vehículo se produjeron, entre los ocupantes de éste, dos
víctimas mortales. Las diligencias iniciadas por el Juz-
gado de Requena (Valencia) por posibles responsabili-
dades penales fueron archivadas.

b) El recurrente en amparo y la viuda y herederos
de uno de los fallecidos entablaron pleito de respon-
sabilidad civil. Acumuladas las dos demandas, la Sen-
tencia, aplicando la concurrencia de culpas, estimó par-
cialmente ambas, condenando al hoy demandante de
amparo y a la otra parte a indemnizarse recíprocamente.
Durante la tramitación del pleito el demandante de ampa-
ro perdió su trabajo como conductor de camiones.

c) La Sentencia fue recurrida en apelación por éste,
solicitando también —por otrosí y, asimismo, en escrito
independiente— la concesión de la justicia gratuita y el
nombramiento de Abogado y Procurador, pero sin inte-
resar expresamente la suspensión de la apelación mien-
tras se resolvía el incidente. El Juzgado de Requena admi-
tió a trámite el recurso junto con la solicitud de justicia
gratuita y dio traslado a las partes.

d) Una vez remitidas las actuaciones a la Audiencia
Provincial de Valencia, ésta notificó al Letrado que había
asistido al apelante en instancia un requerimiento para
que acreditase haber depositado la fianza exigible para
interponer la apelación. Deduciendo de esta circunstan-
cia que el Juzgado de Requena posiblemente no había
tramitado el incidente de justicia gratuita, el recurrente
presentó escritos tanto ante la Audiencia Provincial como
ante el Juzgado, advirtiendo que se había remitido la
apelación sin abrir dicho incidente y solicitando, esta
vez sí, la suspensión de la tramitación del recurso hasta
que se resuelva la petición de justicia gratuita.

e) En respuesta al referido escrito, la Audiencia
devolvió al Juzgado el tomo en el que figuraba la petición
de justicia gratuita «a fin de que acuerde lo procedente»,
a resultas de lo cual el Juzgado acordó formar dicha
pieza separada «haciendo saber a la Sección de la
Audiencia Provincial, que una vez se dicte la correspon-
diente Sentencia, se le remitirá un testimonio de la misma
para su constancia».

f) Sin esperar a recibir lo resuelto sobre la justicia
gratuita y sin suspender el curso de la apelación, la Sala
de la Audiencia Provincial dictó, el 30 de junio de 1995,
Auto declarando mal admitido el recurso de apelación
por no haber el apelante acreditado haber depositado
la fianza correspondiente, otorgando firmeza a la Sen-
tencia y devolviendo las actuaciones al Juzgado de
Requena.

3. La demanda de amparo se dirige contra dicho
Auto, por entender que vulnera el derecho fundamental
a la tutela judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 C.E.),
solicitando, asimismo, la suspensión del mismo, según
lo dispuesto en el art. 56.1 de la LOTC. El recurrente
alega que la no tramitación inicial del incidente y la pos-
terior no suspensión del curso de la apelación —lo que
solicitó tanto ante el Juzgado de Requena como ante
la Audiencia Provincial de Valencia— le han colocado
en una situación de indefensión.

4. Mediante providencia de 23 de octubre de 1995,
la Sección requirió al recurrente que acreditase si se
había resuelto el incidente de justicia gratuita, lo cual
se hizo poniendo de manifiesto que se hallaba aún pen-
diente. El solicitante de amparo acreditó en el posterior
escrito de alegaciones que la Sentencia se dictó el 7
de noviembre de 1995, otorgando la justicia gratuita
solicitada.

5. Por providencia de 7 de diciembre de 1995, la
Sección Primera de la Sala Primera de este Tribunal admi-
tió la demanda de amparo y acordó formar la pieza sepa-
rada de suspensión, concediendo al recurrente y al Minis-
terio Fiscal un plazo común de tres días para alegaciones
al respecto.


